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			A través de esta colección se ofrece un canal de difusión para las investigaciones que se elaboran al interior de las universidades e instituciones públicas del país, partiendo de la convicción de que dicho quehacer intelectual sólo está completo y tiene razón de ser cuando se comparten sus resultados con la comunidad. El conocimiento como fin último no tiene sentido, su razón es hacer mejor la vida de las comunidades y del país en general, contribuyendo a que haya un intercambio de ideas que ayude a construir una sociedad informada y madura, mediante la discusión de las ideas en la que tengan cabida todos los ciudadanos, es decir utilizando los espacios públicos.

			Con la colección PùblicaSocial se busca darle visibilidad a trabajos elaborados en torno a las problemáticas sociales de un país multicultural conformado por un sinnúmero de realidades que la mayoría de los mexicanos no saben que existen para ponerlos en la palestra de la discusión.
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			Presentación

			El propósito fundamental del estudio es conocer en qué medida los gobiernos municipales, particularmente los de las ciudades-capital de nuestro país, cuentan o han logrado dotarse de un marco institucional adecuado para mejorar su gestión pública y que ésta sea más acorde con las expectativas democráticas y de mejoramiento de la calidad de vida de sus localidades.

			Si bien es cierto que esta indagación implica el análisis de varios factores, hemos arriesgado internarnos en esta problemática a través de una veta poco atendida pero que consideramos que puede arrojar luces al respecto: nos referimos a la reglamentación municipal.

			Se asume a la reglamentación municipal como capital institucional, lo cual implica un modo de pensar acerca de ella, de su entendimiento y de la manera de abordarla; ello permite el acotamiento comparativo de su normatividad, enfocándole hacia los campos relacionales enmarcados en ella, definiendo la singularidad de sus características y reconociéndole como un subsistema dentro del régimen jurídico político mexicano. El estudio comparado toma estos referentes como orientación teórico-metodológica al analizar la reglamentación como parte importante de las capacidades institucionales con que cuentan las ciudades-capital del país para su desarrollo y, más concretamente, al indagar en qué medida la reglamentación es realmente un adecuado instrumento de gobernación y gestión pública para las capitales consideradas en el estudio.1

			Por supuesto que al decidir tomar esta veta de análisis, tenemos claro que no obstante su acotamiento a la norma reglamentaria, su estudio requiere tener presente el contexto sociopolítico del que forma parte. De ahí que también se aborden los efectos de la competencia electoral en la alternancia e integración de los Ayuntamientos, observando si ello ha dado lugar a cambios en la cultura publiadministrativa del quehacer gubernamental, tratando de establecer registros que muestren la receptividad y atención de los gobiernos hacia nuevas problemáticas y demandas de sus poblaciones, más allá de sus responsabilidades tradicionales. 

			En el estudio aportamos evidencias para demostrar que, en efecto, la multiplicación de los gobiernos municipales dirigidos por partidos políticos diferentes al PRI es una dinámica irreversible y que es un proceso que puede aproximarnos más a un sistema pluralista; incluso la aparición de candidaturas independientes podría canalizar, por la vía institucional, intereses y proyectos ciudadanos alternativos; todo lo cual contribuiría a que la vida democrática se amplíe, en lugar de restringirse. 

			Sin embargo, existe una opinión predominante en el sentido de que la democratización del régimen mexicano ha sido un proceso caótico y hasta fallido; y que el tránsito hacia la democracia no ha dado los rendimientos esperados. No obstante que esta corriente de opinión desfavorable es la que prevalece, también se encuentran indicadores de que ha habido transformaciones importantes en el sistema político y en la sociedad en general; mas no se puede asegurar que los avances sean siempre progresivos ni que pueda ocurrir un desenlace hacia una involución autoritaria, pues este peligro subsiste. No obstante, se debe pugnar por ampliar los espacios de libertad y tolerancia. 

			Por otro lado, se encontrarán también elementos que muestran que los ciudadanos parecen interesarse cada vez más en la vida pública y en el desempeño de sus gobiernos, lo cual es indicativo de que hay un proceso de transformación en la cultura política de los mexicanos. Son varios los sectores de la ciudadanía que, pese a la opinión desfavorable que tienen sobre diferentes instituciones, se manifiestan interesados en participar en la solución de los problemas de sus localidades. Por tanto, es muy probable que los ciudadanos se vuelvan más exigentes con sus gobiernos municipales y en general con los servidores públicos. 

			Los niveles de exigencia ciudadana generarán dinámicas de cambio en los gobiernos municipales; de hecho, el proceso de reingeniería institucional ya está en marcha. Los datos aportados en el presente trabajo muestran que, en efecto, la tasa de emisión de reglamentos municipales ha experimentado un crecimiento sostenido alentado por dos procesos que han sido convergentes: por una parte, la necesaria actualización de los reglamentos de servicios públicos que hemos denominado tradicionales y que han sido alineados a las transformaciones de la legislación federal como, por ejemplo, la provisión de agua con sanidad suficiente para consumo humano, o la recolección, disposición y tratamiento de la basura, etcétera; por otra parte, han aparecido campos de gestión que hemos denominado servicios modernos y que tienen que ver con programas dirigidos a garantizar derechos a poblaciones vulnerables como niños y mujeres que sufren violencia, protección del medio ambiente, previsión de riesgos, etcétera. Es importante recalcar que esta dinámica de reingeniería institucional probablemente generará más cambios e incidirá en la transformación de la cultura publiadministrativa de los gobiernos locales.

			Asimismo, se presenta información que muestra una percepción crítica de los ciudadanos acerca de la calidad de los servicios municipales, lo cual hace necesarias categorías analíticas más comprensivas para entender la gestión gubernamental en los municipios. Esto es así porque los indicadores tradicionales para medir la cobertura de los servicios municipales y evaluar el desempeño de los gobiernos ya no son suficientes. Afortunadamente, la información que ahora tenemos disponible abre la posibilidad para evaluar los servicios con criterios de eficacia, eficiencia y calidad; dicha información puede convertirse en un insumo muy útil para diseñar políticas públicas focalizadas o diferenciadas, políticas que sean sensibles a las condiciones peculiares de cada una de las regiones del país. 

			Justo en la lógica mencionada se aborda la materia central del libro: el análisis de la reglamentación municipal como instrumento de gestión. Para ello se analiza la reglamentación a través de cuatro categorías analíticas que son sustantivas para el propósito del estudio. Ellas son: la estructura y anclaje jurídicos; la condición de gobernabilidad; el estímulo a la gobernanza; y el sentido de gestión estratégica en los reglamentos. Los resultados del análisis mostrarán que el nivel de absorción de estos elementos en la reglamentación municipal todavía es de baja profundidad. 

			Con esos mismos referentes categoriales se realizaron entrevistas directas a funcionarios municipales de las capitales, cuyos resultantes apuntan a confirmar las dificultades para incorporar en su gestión instrumentos como la planeación estratégica y la gobernanza. De manera que tanto por la vía del análisis institucional de los reglamentos como por la vía de la percepción de los funcionarios, llegamos a una conclusión similar: no existen condiciones y estímulos suficientes que alienten la interacción entre gobiernos y ciudadanía, es decir, falta gobernanza en los espacios locales; además, se requiere fortalecer el marco institucional de los gobiernos municipales para que refuercen sus capacidades de planeación, programación y evaluación de sus acciones.

			Las condiciones sociopolíticas de nuestros municipios, incluidas las ciudades-capital del país, presentan fortalezas y debilidades diferenciadas que son resultante del proceso histórico local, regional y de la conformación como nación. Los municipios en nuestro país casi siempre han sido menospreciados políticamente, a pesar de que en su circunscripción territorial se deposita la riqueza natural de la República y, lo más importante, son el lugar de residencia de la población mexicana. Aunado al menosprecio político, han soportado la codicia y la explotación de sus recursos y habitantes por parte de poderosos grupos locales, nacionales e internacionales. De manera que el menosprecio ha devenido en sometimiento político y económico de una amplia franja del espectro municipal.

			Paradójicamente, no fue sino hasta la década de los ochenta del siglo anterior que a los municipios se les dirigió una mirada algo diferente, cuando la crisis económica y las tendencias para enfrentarla aconsejaban, según los cánones del neoliberalismo, que el Estado debiera aligerarse de responsabilidades y cargas financieras, transfiriéndolas a los gobiernos locales en la medida de lo posible. Se procedió así a la descentralización político-administrativa bajo distintos esquemas para avanzar en esa transferencia de responsabilidades hacia los gobiernos estatales y municipales. En el fondo, esta fue la razón de las reformas al artículo 115 constitucional que dieron origen al actual régimen municipal de nuestro país.

			Durante los últimos siete lustros se observa una mayor presencia de los municipios en la vida política nacional, tendencia que no ha estado libre de escollos y cuyo futuro avizora dificultades a sortear y por superar. Por ello, cada vez tiene mayor sentido hablar del gobierno, el territorio y la población de los municipios como elementos no sólo formalmente constitutivos de ellos, sino como elementos susceptibles de ser reconstituidos en su relación y a la vez reconstituyentes del propio espacio municipal; espacio donde convergen una variedad de relaciones de todo tipo (económicas, políticas, sociales y culturales) y donde particularmente se genera una específica relación entre gobierno y sociedad locales. 

			La investigación que presentamos se inscribe en ese contexto y como parte de un esfuerzo por conocer esa relación gobierno-sociedad que en buena medida determina la conformación del espacio municipal, misma que adquiere dinámicas propias con sus diversas manifestaciones. Una de ellas es la gestión pública municipal que desarrollan los gobiernos a través de la armazón e instrumentos institucionales con los que cuentan para interactuar con sus sociedades. Referente conspicuo de ese bagaje institucional es precisamente la reglamentación municipal. 

			Es conveniente señalar, finalmente, que el análisis de la reglamentación en sus diversos ámbitos (federal, estatal y municipal) suele considerarse como un campo muy árido y por tanto poco atractivo, en el que pocos analistas han incursionado; sin embargo, es un campo que necesariamente debe ser explorado a profundidad. El libro tiene como pretensión hacer una contribución en ese sentido, desde luego no para llenar dicho hueco, pero sí para convocar y alentar a su estudio.

			

			
				
					1) Las ciudades-capital consideradas en el estudio son: Aguascalientes, Chihuahua, Colima, Cuernavaca, Guanajuato, Hermosillo, Oaxaca, Querétaro, Saltillo, Tepic, Tuxtla Gutiérrez y Zacatecas.

				

			

		

	
		
			Los municipios en la vida nacional

			La década de los años ochenta fue una década muy complicada para toda América Latina. Para México, en particular, fue una década que cimbró las estructuras del gobierno, de los partidos políticos y de la sociedad misma. Lo que empezó como una crisis de insolvencia fiscal terminó por exigir cambios profundos en el quehacer gubernamental y cambios en las estructuras de gobierno. En el pasado, según lo han reseñado varios autores:

			los viejos patrones de gobierno tendían a uniformar los problemas y a homologar las políticas para resolverlos. El gobierno mexicano, como muchos otros gobiernos, pudo operar de esa manera porque contaba entonces con una red de organizaciones sociales y políticas obligatorias que tenían los medios para controlar el flujo de las diversas demandas y compatibilizarlas selectivamente en un mismo formato, de acuerdo al interés de los gobernantes (Aguilar, 1996a: 30).

			Hacia adelante, el panorama sería distinto; el espectro de la vida pública se tornaba más complejo por impulsos tanto de los actores de la sociedad civil como de la esfera gubernamental, que no necesariamente respondían a las mismas expectativas pero sí denotaban la emergente pluralidad de centros de poder.

			Por situarnos únicamente en la esfera gubernamental, un indicador que puede mostrar que las acciones unánimes del gobierno federal son cosa del pasado y que el estilo de gestionar la cuestión pública ha tenido que transformarse de manera sustantiva, es el número de controversias constitucionales1 que se han promovido en los últimos cuatro sexenios, lo cual expresa las diferencias de enfoque que los distintos órdenes de gobierno tienen sobre sus facultades, sobre los problemas públicos y sobre las posibles alternativas de solución a los mismos. El primer presidente priista que debió afrontar voces disonantes fue Ernesto Zedillo, en cuyo sexenio se presentaron sólo 10 controversias constitucionales, mientras que en el periodo de Vicente Fox se interpusieron 61 controversias constitucionales, y finalmente la confrontación fue aún mayor en el gobierno de Felipe Calderón con un total de 85 controversias. Cabe destacar que en el 66% de los casos (en promedio), los promotores de las controversias fueron los gobiernos municipales, mientras que 15% las promovieron los gobiernos estatales, como se aprecia en el Cuadro 1. 

			Respecto a los tres años iniciales del gobierno del presidente Enrique Peña Nieto, se han presentado 74 controversias constitucionales; es decir, en los primeros tres años del gobierno de Peña Nieto ya se han duplicado el número de controversias constitucionales, si lo comparamos con los primeros tres años del gobierno del presidente Felipe Calderón (34), y más del doble de los primeros tres años del presidente Vicente Fox Quezada (31) y 66 más que en el segundo período del gobierno del presidente Ernesto Zedillo (8). Lo cual indica que los presidentes tanto panistas, como el emanado del “nuevo PRI”, debieron gobernar bajo esquemas más plurales, pues ahora los gobiernos, sobre todo los locales, reclaman por las vías legales y por los procedimientos institucionales su derecho a decidir y a fijar de manera autónoma su agenda.
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			Por otra parte, desde el lado de la sociedad civil, las demandas de los movimientos sociales y de las organizaciones civiles rebasaban las típicas exigencias materiales y ahora también se orientaban hacia la democracia, la libertad, la protección al medio ambiente, etcétera. El esquema de gobierno autoritario no fue capaz de asimilarlas mediante una forma dialogada, coordinada y no conflictiva. Por el contrario, las respuestas gubernamentales tendían a mostrar su incapacidad de gobernar y representar a sus sociedades, pues los métodos usados fueron regularmente represivos. Recordemos que los movimientos sociales de la década de los sesenta del siglo XX se levantaron contra la manera autoritaria de gobernar y exigieron mayores libertades, apertura democrática, nuevas formas de comprender la convivencia social, derechos asociados a la calidad de vida y un espacio público más plural. 

			En las décadas siguientes se desarrollaron con mayor profundidad esas nuevas demandas sociales y civiles, tanto que surgirían formas de organizaciones no vinculadas con el Estado ni con beneficios gremiales, pero que trataban los problemas públicos de manera independiente y exigían una nueva manera de comportamiento estatal, que reconociera la pluralidad de actores y demandas (Kooiman, 2005: 50).

			De manera que se ha transitado de un sistema político formador de unanimidades ficticias hacia un modelo menos rígido y más tolerante de la pluralidad, donde incluso cada gobierno podría establecer su propia agenda y su propio enfoque de los problemas y de las soluciones. Dicha transformación necesariamente ha generado cambios en el sistema administrativo: los gobiernos asumen cada vez más que gobernar en contextos políticos plurales y autónomos, de alta intensidad ciudadana y con graves problemas sociales irresueltos, parece exigir dos requisitos fundamentales: gobernar por políticas y gobernar con sentido público. Las estrategias generales y homogéneas, así como los estilos de gobiernos secretos, excluyentes y clientelares, están previsiblemente condenadas en el futuro inmediato a la ineficiencia administrativa, al castigo electoral y a la hostilidad política (Aguilar,1996 a: 30).

			Se puede afirmar que la crisis económica y financiera del Estado, la complejidad social y la globalización que caracterizaron las dos últimas décadas del siglo XX, trajeron consigo críticas y desajustes al modelo jerárquico burocratizado del ejercicio publiadministrativo y, por tanto, cambios en el gobierno, en la sociedad y en sus relaciones; estos efectos se acrecentaron en nuestro país ya que muchos asuntos de la vida pública se canalizaban a través de las corporaciones sociales que el gobierno había estructurado para procesar las demandas y las problemáticas sociales, pero que hacia finales del siglo pasado menguaron su funcionalidad.2 

			Los procesos reseñados tuvieron su impacto en la relación centro-periferia del país, redimensionando también la importancia sociopolítica y económica de las regiones y localidades. En efecto, cada vez se reafirma más la tendencia hacia una mayor significación de lo local en la vida política del país, lo cual parece un proceso irreversible que reconoce en los estados y municipios los espacios donde debieran resolverse los conflictos, explicitarse los intereses comunes y diseñarse estrategias de acción colectiva. Ello expresa, además, una demanda de los actores locales para influir en las decisiones importantes que determinan su propio desarrollo; y es también un reflejo del agotamiento del sistema centralizador que predominó en el país durante casi todo el siglo XX y que urge transformar en el presente siglo.

			Dicha tendencia no está libre de obstáculos y, entre otras cosas, demanda cambios sustantivos en la acción de los gobiernos locales, exigiéndoles mayor eficacia y eficiencia en la aplicación de los recursos, en las decisiones y políticas orientadas a resolver los problemas más apremiantes de sus localidades. En este sentido, los gobiernos municipales, por su relación tan cercana con los ciudadanos, son quizá a los que más se les exigirá que su actuación sea eficaz y eficiente. 

			Así, los municipios comenzaron a tener una mayor presencia en la vida nacional y fueron considerados objeto de mayor atención en la nueva visión estratégica del gobierno federal. Pronto se convirtieron en renovada materia de estudio por académicos interesados en la vida pública del país y referentes ineludibles para los diferentes actores partícipes del entonces llamado nuevo federalismo, dadas las relaciones intergubernamentales que entrañaba. 

			Respecto a la importancia que fue adquiriendo el ámbito municipal y la reconfiguración de fuerzas que se expresaron en él, vale la pena mostrar la evolución del peso relativo que cada partido político obtuvo en los gobiernos municipales, tras los resultados electorales. Los registros presentados en el cuadro 2, abarcan un periodo que va desde 1990 hasta 2016.
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			Los datos son reveladores puesto que en el periodo 1990-1994, correspondiente al gobierno de Carlos Salinas de Gortari, prácticamente todos los gobiernos municipales eran emanados del PRI, lo cual mantenía al ejecutivo federal como el centro de la toma de decisiones y el eje articulador de las políticas públicas. Salinas solamente debió negociar, dialogar o confrontar en promedio al 11% de gobiernos de oposición, por lo cual, prácticamente el gobierno federal era capaz de definir una estrategia y la disciplina partidista hacía el resto, es decir, nuclear a los gobiernos municipales del mismo partido en torno a dichas estrategias o iniciativas. El modelo de gestión pública requerido para un régimen político de estas características, no necesitaba apelar de manera intensiva a la negociación, a la búsqueda de acuerdos, ni a instituciones que coordinaran la acción pública.

			Sin embargo, la competencia electoral fue transformando el sistema político por la vía del número y diversidad de actores involucrados en la estructuración e implementación de las políticas públicas: durante la gestión del presidente Ernesto Zedillo (1995-2000) su partido político únicamente logró ganar en promedio el 68.65% de los gobiernos municipales disputados en sus seis años de gestión, lo cual implica que debió negociar, acordar o confrontar a un poco más de un tercio de los gobiernos municipales; se trataba de actores independientes y relativamente autónomos que trabajan bajo una lógica y una agenda propias, por lo cual están más dispuestos a reclamar y denunciar si son transgredidas sus facultades. En un escenario de este tipo, los acuerdos entre actores responsables de funciones de gobierno deben canalizarse por vías institucionales y evitar en la medida de lo posible confrontaciones; por ello no es casual que a partir del sexenio de Zedillo se empiecen a estructurar criterios de asignación de recursos más claros y transparentes con una lógica distinta a la que venía operando: la reforma a la Ley de Coordinación Fiscal de 1997 y la creación del ramo 33 así lo demuestran.

			El escenario del gobierno de Zedillo mostró de manera inequívoca que el sistema debía transformarse, que la disciplina partidista no era suficiente para generar consensos en torno a las políticas diseñadas por el gobierno federal y que el modelo de gestión debía modificarse, hacerse más plural, trasladarse de un modelo de planeación tradicional a un modelo de planeación estratégica, donde por ejemplo las metas no son inamovibles (Cabrero, 1999: 27), y se hace necesario dejar de gobernar por planes generales para dar paso a modos de gobernar por políticas públicas (Aguilar, 1996a: 26).

			Si al gobierno Zedillista le tocó interactuar con un tercio de gobiernos municipales de oposición, al primer gobierno de alternancia del PAN (Fox, 2001-2006) le correspondió un escenario más complejo, pues al obtener la presidencia llegó sin la estructura y sin la disciplina partidista con la que contaban los gobiernos emanados del PRI; de tal suerte que al gobierno de Fox, en promedio, le tocó dialogar, negociar o confrontar al 75% de los gobiernos municipales. Si para Zedillo fue necesario un cambio en el estilo de conducción del gobierno, sobre todo en la segunda parte de su gestión, para Fox se convirtió en asunto muy importante y en su sello distintivo; de ahí que dentro del lenguaje gubernamental ya se escucharan constantes referencias al enfoque de la Nueva Gerencia Pública,3 al neo-institucionalismo y a la idea de gobernar por políticas públicas. La creación del Instituto Federal de Acceso a la Información (IFAI), la operación de programas públicos a través de reglas de operación y la generación del sistema de evaluación de las políticas implementadas por el gobierno, así lo demuestran. Por lo anterior, en el gobierno de Fox podemos identificar más claramente un cambio en el modelo de gestión gubernamental con perfiles gerenciales.

			El caso del gobierno de Calderón fue ambiguo y sumamente polémico, pues a pesar de no contar con las estructuras ni con la disciplina partidista intentó centralizar la agenda pública y fijó la atención del gobierno federal en temas como el combate al narcotráfico, la inseguridad y, en general, el combate al crimen organizado. Sin embargo, ni los gobiernos estatales ni los municipales lo siguieron en su estrategia de combate a la delincuencia, a veces por incapacidad técnica y ausencia de recursos humanos, otras por indolencia y quizá en algunos otros casos por estar coludidos con los miembros de las organizaciones criminales; por todo ello, los resultados al finalizar su sexenio hablan más de desaciertos y errores del gobierno federal en esa esfera. No obstante, en muchas áreas de gobierno se mantuvo la dinámica de reingeniería institucional; por ejemplo, el sistema de evaluación de las políticas públicas se concibió desde el sexenio de Zedillo, pero se terminó de constituir en el gobierno de Calderón.

			Finalmente, con el retorno del PRI al Gobierno Federal (en 2013) se observa un reposicionamiento de este partido en los procesos electorales a nivel municipal; mas las expectativas que se habían creado en el sentido de que con su regreso se lograría la hegemonía del otrora partido oficial no se concretaron. 

			En los cinco años que van del gobierno de Peña Nieto, no se ha llegado a porcentajes como el 91.37% del año de 1990, pues el año en que mejor le fue al PRI fue en 2014 cuando obtuvo el 66.67% de los gobiernos municipales en disputa. Por ello es que a partir de 2015 el PRI aplicó en los municipios la estrategia de las coaliciones, que le dio buen resultado en las elecciones federales del 2012, pues solamente de esa manera logra conservar un porcentaje considerable de los gobiernos municipales. Aun así, con la estrategia de coaliciones ya no le es posible recrear la hegemonía del partido de Estado, pues ello supone hacer concesiones y estar sujeto al poder del chantaje de alguno de los coaligados.4 Aunque esta estrategia se ha hecho común en las negociaciones entre las fracciones partidistas al interior del Congreso Federal, es muy probable que la misma dinámica se podría replicar en todos aquellos espacios donde se recurra a la estrategia de la coalición.

			Es por ello que los datos de 2015 y 2016 se debe analizar separando los municipios que ganó el PRI sin coalición y los municipios en los que sí debió recurrir a la coalición para poder crear una mayoría. El resultado es claro: el otrora partido hegemónico ha pasado de ganar el 90% de los gobiernos municipales en los años noventa, a solamente ganar el 10% de ellos en 2016 y ha tenido que recurrir a la coalición electoral para hacerse de otro 31.46% de los gobiernos municipales.

			La lenta y constante demolición del partido hegemónico ha dado paso a un sistema pluralista donde hay tres fuerzas políticas mayoritarias: el PAN, el PRI y el PRD aunque con un creciente deterioro de este último; por otro lado, hay un conjunto de partidos emergentes con diferente presencia y peso regional, el cual está registrado en la última columna del cuadro 2, y cuyos resultados electorales han pasado de ganar el 4% de los gobiernos municipales en los años noventa a ganar el 23.33% de estos gobiernos en el 2016.5 

			En resumen, cuando muchos esperaban que el PRI reconstruyera su hegemonía, ha pasado lo contrario. El presidente Peña Nieto y su partido, en los cuatro años que van de gobierno, solamente han logrado ganar con sus propias siglas un promedio de 37.81% y en los dos últimos años logró adicionar otro 29.9% de gobiernos locales en coalición con otros partidos, teniendo que negociar con ellos las candidaturas, los programas y las políticas concretas aplicadas en dichos espacios.

			El escenario completo, desde 1990 a la fecha, habla de la creciente importancia de los espacios locales en la configuración de un sistema político pluralista. Dichas transformaciones han generado cambios en los modos de gestionar los asuntos públicos y en la aplicación de modelos administrativos alternativos o prácticas de gestión que resultaron disruptivas en su momento y que sin embargo ahora forman parte del quehacer gubernamental; nos referimos a que los gobiernos diferentes al PRI iniciaron prácticas novedosas como los miércoles ciudadanos o los presupuestos participativos. Esta dinámica ha venido generando un cambio positivo tanto en el gobierno como en la sociedad; y a la luz de lo ocurrido en el proceso político-electoral, convendría apostar por acentuar esa tendencia positiva y evitar una regresión hacia gobiernos rígidos, autoritarios y poco tolerantes con la disidencia.

			Del análisis de la información expuesta, podemos extraer una conclusión interesante: una vez que la vía electoral abrió el camino a otros partidos hacia el ejercicio legítimo del poder público, la predominancia del PRI en los gobiernos municipales se fue diluyendo. Si nos centramos en analizar por la vía institucional las estructuras de gobierno, encontraremos que hay un real reparto del poder político en México, lo cual puede traducirse en una diversificación en los enfoques y los estilos de gestión para atender las problemáticas públicas que se presentan en las regiones y localidades del país. 

			A partir de lo anteriormente referido y de manera complementaria, podemos también señalar que en México hay dos procesos concurrentes que han impactado la vida pública y el quehacer de los tres órdenes de gobierno: por un lado, la reconfiguración del sistema político bajo la presión social de mayor pluralidad y democracia;6 y por el otro, una mayor receptibilidad de los gobiernos a los planteamientos e instrumentos de gestión desarrollados por la Nueva Gestión Pública. Ello ha implicado que las agencias gubernamentales empiecen a echar mano de nuevas herramientas de gestión como la planeación estratégica o la gobernanza y se refuerce más la idea de gobernar por políticas públicas. 

			La literatura especializada señala que la forma burocrática y jerárquica de proceder ha dado paso a un modelo distinto donde la Nueva Gestión Pública7 (NGP) empieza a cobrar relevancia, y por tanto los gobiernos en sus diferentes niveles cada vez utilizan más el lenguaje y las herramientas asociadas a esa corriente, tales como la planeación estratégica o la gobernanza. Justamente en el presente trabajo se analiza qué tanto los gobiernos municipales han desarrollado este nuevo estilo de gestión, y observar si han reconfigurado el marco institucional (su reglamentación municipal) en consonancia con dichas modificaciones. 

			Tanto el enfoque de la planeación estratégica, como el enfoque de la gobernanza han desarrollado una argumentación muy persuasiva en el sentido de que el gobierno debe transitar de estilos o modelos jerárquico-burocráticos para gestionar los asuntos y problemáticas colectivas, a otras formas de gestión donde la vinculación entre el gobierno y la sociedad sea más estrecha, flexible e interactiva. 

			No obstante, en el contexto mexicano los planteamientos arriba señalados parecerían poco factibles, pues de manera insistente se dice que en nuestro país no existen las condiciones para que se dé una relación interactiva entre gobierno y sociedad y se menciona que en el país hay un evidente déficit de capital social.8 En primera instancia el argumento es creíble, pues en apariencia la sociedad mexicana está poco interesada en los asuntos públicos. Sin embargo, dicha apreciación no se sostiene del todo, pues la Encuesta Nacional de Cultura Política y Participación Ciudadana indica lo contrario, ya que en promedio el 77.8% de los encuestados reconocieron que estaban de acuerdo en que los problemas de la sociedad deben ser resueltos con la participación de la sociedad y del gobierno, lo cual indica que es probable que tanto los supuestos de la planeación estratégica como de la gobernanza y la idea de gobernar por política pública se puedan llevar adelante en nuestro país, pues ya empezamos a tener una sociedad que aprecia y valora positivamente la alternativa de resolver los problemas públicos de manera coordinada entre sociedad y gobierno, al tiempo que la alternancia en el poder y la todavía incipiente apertura democrática del régimen, han propiciado cierta expansión del interés por la vida pública en nuestro país. 

			Es un hecho que el panorama político de México ha cambiado notablemente en los últimos veinticinco años por diferentes razones, entre ellas: la alternancia y la generación de diversos polos desde donde se ejerce el poder político, la variedad de gobiernos municipales de todos los signos políticos y con distintas estrategias sobre las problemáticas públicas y, por tanto, con visiones a veces contrastantes respecto a sus posibles formas de solucionarlas. Además, en ocasiones los actores sociales cuentan con más información que los gobierno sobre los problemas y sus posibles soluciones. 

			Este escenario diverso y complejo obliga a los gobiernos a recurrir a modelos de gestión desarrollados en el seno del enfoque de la NGP que, como veremos más adelante, son profundamente contextuales; es decir, tanto la gestión pública, como la gobernanza y la gestión estratégica ponen un énfasis muy marcado en la relación de las estructuras organizacionales del gobierno con el entorno social.9 Se recurre al contexto para alimentar la agenda de gobierno, para definir prioridades, para enfocar su visión y entendimiento de los problemas públicos, con la intención de acertar en los diagnósticos y por tanto ser más atinados en las posibles soluciones. Si tanto la gobernanza como la gestión estratégica ponen énfasis en el contexto social, necesariamente su operacionalización pasa por reconocer a los actores sociales y promotores de políticas que están en el entorno de las organizaciones del gobierno. Ante este nuevo escenario se esperaría que la gestión gubernamental recurra a ellos para decidir conjuntamente, para corresponsabilizar a los actores sociales interesados e incrementar la probabilidad de que tanto las decisiones como las políticas y los proyectos concretos, tengan un desenlace positivo. 

			Es en este proceso de cambio en la sociedad mexicana que ocurre una mayor presencia de los municipios en la vida nacional. La mayor inserción de los municipios en la vida pública ha tenido y tiene, como es obvio, diversos factores que le condicionan tanto en sentido positivo como negativo y son tanto de carácter interno como externo a los propios municipios. Los más determinantes fueron de carácter externo, dado el rasgo autoritario y centralista del régimen político mexicano que poco o nada permitía el desarrollo de iniciativas provenientes desde el interior de los municipios para sacudirse el sometimiento y letargo en que se mantuvieron por décadas, salvo excepciones aisladas y coyunturales. Incluso los municipios donde residen las ciudades-capital de los estados de la federación, también se encontraban en esas condiciones de baja participación y escaso peso político en el orden nacional.

			Por ello, no es de extrañar que el móvil de cambio que alterara esa vida inercial de los municipios proviniera del gobierno federal, en atención a una estrategia definida al margen de la población y autoridades de los municipios y de los estados federados. Sin embargo, como es natural, el proceso alentó el despertar de intereses favorables al cambio que se venían gestando al interior de las entidades y municipalidades del país, aunque por supuesto de manera desigual en el variado mosaico regional, estatal y municipal del país.

			Notas del capítulo 1

			

			
				
					1) Una controversia constitucional es un proceso jurisdiccional interpuesto ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como instancia única en la que se dirimen conflictos de constitucionalidad o de legalidad surgidos a partir de la distribución de competencias en los distintos órdenes jurídicos o derivados del principio de división de poderes. El objeto de la controversia constitucional es resolver en torno a la disputa del ámbito de competencias entre los órganos en conflicto. Así, en la sentencia se llegará a la conclusión de cuál fue el órgano que actuó “indebidamente” y fuera de su esfera de atribuciones y, por lo tanto, se restituirá dicha competencia al órgano que indique la sentencia. La controversia tiene su fundamento en el artículo 105 de la Constitución Política de nuestro país.

				

				
					2) Sin embargo, el expediente corporativo no ha desaparecido del todo y particularmente el gobierno federal sigue recurriendo a él como reserva de apoyo a sus políticas, como recientemente se ha mostrado para llevar adelante las llamadas “reformas estructurales”: las reformas laboral, educativa y energética son ejemplo de ello.
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Cuadro 1
Controversias promovidas por nivel de gobierno 1996-2015

Sexenio Anos  Municipal Estatal Federal Poder]Judicial D.F. C.DeLaU. Delegacién CongresosLocales Total
1996-2000 1996 1 0 0 0 0 0 0 0 1
1997 0 0 1 0 0 0 0 0 1
1998 0 2 0 0 0 0 0 0 2
1999 1 0 0 0 0 0 0 0 1
2000 S 0 0 0 0 0 0 0 N
TOTAL 7 7 1 0 0 0 0 0 10
% 70 20 10 0 0 0 0 0 100
2001-2006 2001 2 1 2 0 1 0 0 0 6
2002 3 0 0 0 0 2 0 0 N
2003 14 2 1 0 0 0 3 0 20
2004 7 3 2 0 0 0 0 0 12
2008 6 0 2 0 0 0 0 0 8
2006 5 4 0 0 0 1 0 0 10
TOTAL 37 10 7 0 1 3 3 0 61
% 61 16 11 0 2 5 5 0 100
2007-2012 2007 6 4 2 0 2 1 0 0 15
2008 13 1 0 0 0 0 0 0 14
2009 2 2 1 0 0 0 0 0 S
2010 6 3 0 0 0 2 0 0 11
2011 20 1 1 0 0 1 1 0 24
2012 11 4 1 0 0 0 0 0 16
TOTAL 58 15 ) 0 2 4 1 0 85
% 68 18 6 0 2 N 1 0 100
2013-2015 2013 6 1 0 0 0 1 0 1 9
2014 33 2 9 3 0 1 0 3 S1
2015 9 0 0 S 0 0 0 0 14
TOTAL 48 3 9 8 0 2 0 4 74
% 64.86 4.0S 12.16 10.81 0 2.70 0 5.41 100

Fuente: <www.diputados.gobmx/LeyesBiblio/compila.htm>, pagina de la Cémara de Diputados. <www:scjn.gob.mx/ Transparencia/ Paginas/ ControversiasConstitucionales.
aspx>.
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Cuadro2

Gobiernos municipales gobernados por partido politico 1990-2016

Otros Coalicién
PAN PRI PRD  partidos® PRI-OTROS

Afo  Totl (%) (%) (%) (%) (%)
1990 394 2.54 91.37 0.76 3.55

1991 674 43 9095 119 237

1992 1251 416 8945 52 0.4

1993 455 3.52 92.53 2.64 0.44

1994 542 72 83.39 6.64 0.74

1995 1068 15.54 70.79 11.89 1.22

1996 373 10.19 73.46 15.01 1.34

1997 651 23.66 57.14 16.13 292

1998 1000 9.4 77 11.8 1.8

1999 231 7.36 80.09 10.82 1.73

2000 789 30.16  S3.49 1229  4.06

2001 1004 1683  59.76 17.83  5.58

2002° 231 18.18 57.58 16.88 7.36
2003 ¢ 580 31.38 50.34 12.93 5.34

2004 1215 256 46.42 18.93 9.08

2005 232 13.36 S1.72 32.33 2.59

2006 582 38.83 3179 9.62 19.76

2007 1218 20.53 57.96 15.93 5.58

2008 201 945 7 23.38 7.46

2009 730 29.59 50.96 10.41 9.04

2010 1170 26.5 48.72 16.32 8.46

2011 109 20.18 51.38 11.93 16.51

2012¢ 1007 21.79 51.94 15.12 10.75

2013 929 29.06 51.02 495 14.96

2014 24 16.67 66.67 4.17 12.5

2015¢ 1006 18.39 23.06 7.55 22.66 28.33
2016° 583 30.56 10.49 4.16 23.33 31.46

Fuente: INEGL <http://www3.inegi.org.mx/sistemas/sisept/default.aspx?t=mgo-
b23&s=est&c=22171>.

“Incluye los partidos del Trabajo, Verde Ecologista Mexicano, Movimiento Ciudadano, Par-
tido Nueva Alianza, Movimiento de Regeneracién Nacional, Encuentro Social, Humanista,
Demécrata Mexicano, independientes y partidos locales.

*En el Estado de México hubo elecciones extraordinarias en tres municipios (Chalco, Te-
poztlan y San Salvador Atenco).

“En Ayuntamientos, se incluye las 16 delegaciones politicas del Distrito Federal.

9Se incluyen los datos de Michoacan y las elecciones extraordinarias de Santiago Tulantepec
y Xochicoatlan, Hidalgo y Morelia, Michoacan. Para efectos de la tabla, los datos correspon-
dientes a coaliciones y candidaturas comunes se suma al partido mayoritario.

“Del estado de Michoacén se contabilizaron 112 municipios ya que Chern es gobernado
por Sistema de Usos y Costumbres. No se contabilizaron los municipios de Chiautla, Es-
tado de México, ni Centro, Tabasco, ya que tuvieron eleccién extraordinaria que se llevé a
cabo en 2016.
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